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Corte Constitucional
	 
          

     COMUNICADO No. 18
        Mayo 8 y 9 de 2013
 


Facultad de las Comisiones de Regulación de Energía y Gas Combustible y de Agua Potable y Saneamiento Básico para fijar las reglas de comportamiento diferencial, según la posición de las empresas en el mercado, no vulnera la reserva de ley, los principios democrático y participativo, ni los derechos de igualdad y debido proceso  

	    II. EXPEDIENTE D-9329   -   SENTENCIA  C-263/13   (Mayo 8)

        M.P. Jorge Iván Palacio Palacio




1.
Norma acusada
LEY 142 DE 1994

(julio 11)

Por la cual se establece el régimen de los servicios públicos domiciliarios y se dictan otras disposiciones

ARTÍCULO 74. FUNCIONES ESPECIALES DE LAS COMISIONES DE REGULACIÓN. Con sujeción a lo dispuesto en esta Ley y las demás disposiciones que la complementen, serán además, funciones y facultades especiales de cada una de las comisiones de regulación las siguientes: 

74.1. De la Comisión de Regulación de Energía y Gas Combustible. 

a) Regular el ejercicio de las actividades de los sectores de energía y gas combustible para asegurar la disponibilidad de una oferta energética eficiente, propiciar la competencia en el sector de minas y energía y proponer la adopción de las medidas necesarias para impedir abusos de posición dominante y buscar la liberación gradual de los mercados hacia la libre competencia. La comisión podrá adoptar reglas de comportamiento diferencial, según la posición de las empresas en el mercado. 

[…]

74.2. De la Comisión de Regulación de Agua Potable y Saneamiento Básico: 

a) Promover la competencia entre quienes presten los servicios de agua potable y saneamiento básico o regular los monopolios en la prestación de tales servicios, cuando la competencia no sea posible, todo ello con el propósito de que las operaciones de los monopolistas y de los competidores sean económicamente eficientes, se prevenga el abuso de posiciones dominantes y se produzcan servicios de calidad. La comisión podrá adoptar reglas de comportamiento diferencial, según la posición de las empresas en el mercado. 

2.
Decisión

Declarar EXEQUIBLE, por los cargos analizados en esta sentencia, la expresión “La comisión podrá adoptar reglas de comportamiento diferencial, según la posición de la empresa en el mercado”, contenida en el literal a) de los artículos 74.1 y 74.2 de la Ley 142 de 1994.

3.
Síntesis de los fundamentos 

En esencia, le correspondió a la Corte determinar, si la competencia otorgada a las Comisiones de Regulación para adoptar reglas de comportamiento diferencial, según la posición en el mercado de las respectivas empresas de servicios públicos domiciliarios, desconoce la cláusula de reserva de ley en lo relacionado con la restricción de libertades económicas, el principio democrático, el debido proceso, la igualdad y en general y si tal atribución excede la facultad de intervención del Estado para regular e intervenir los servicios públicos, en detrimento de los artículos 1, 2, 3, 4, 13, 29, 84, 93, 133, 150-21, 333, 334, 365, 367 y 370 de la Constitución. 

Después de delimitar el marco constitucional de los servicios públicos, el alcance de la reserva de ley en la regulación de los mismos, la naturaleza de las Comisiones de Regulación y su ámbito de competencia, la Corte encontró que los demandantes fundaron los cargos de inconstitucionalidad contra los artículos 74.1 y 74.2 de la Ley 142 de 1994, en una lectura aislada y descontextualizada de las expresiones acusadas, según la cual el legislador no atendió la obligación indelegable de fijar reglas y condiciones bajo las cuales las Comisiones de Regulación pueden adoptar medidas diferenciales. Sin embargo, la regulación emanada del Congreso sí contiene criterios inteligibles que establecen de manera clara el marco de intervención del Estado y específicamente de las autoridades administrativas, toda vez que: (i) la ley identifica los fines que han de guiar a las Comisiones de Regulación y que, contrario a lo que sostienen los demandantes, no están circunscritos únicamente a la corrección de fallas en el mercado, sino que comprenden también una adecuada y eficiente prestación de los servicios a todos los habitantes del territorio nacional, propósito inherente a la función social del Estado (arts. 2, 74.1 y 74.2 de la Ley 142/94); (ii) el legislador ha definido también las prestaciones o derechos que busca proteger con las reglas de comportamiento diferencial, los cuales se proyectan tanto para proteger a las empresas participantes en el mercado como a los usuarios del sector, como las de estimular la libertad de competencia, evitar el abuso de posición dominante y asegurar a los usuarios la prestación de servicios públicos de calidad (arts. 11 y 73 de la Ley 142/94); (iii) las medidas previstas –y a la vez sus límites- no son otras que las que se derivan de las competencias generales y especiales atribuidas a las Comisiones de Regulación (arts. 3, 73 y 74). Lo que hace la ley es simplemente autorizar para que se fijen requisitos o exigencias de acuerdo con la posición de las empresas en el mercado (régimen tarifario, condiciones de prestación del servicio, metas de eficiencia, cobertura, calidad y evaluación, entre otras), ninguna de las cuales puede ser distinta de las competencias previamente otorgadas; y (iv) la Ley 142 de 1994 aclara que “todas las decisiones de las autoridades en materia de servicios públicos deben fundarse en los motivos que determina esta Ley” y añade que los motivos invocados “deben ser comprobables” (art. 3). En esa medida, la Corporación constató que, además de los límites competenciales anotados, existen restricciones de orden fáctico que impiden a las autoridades obrar de manera arbitraria –como se sostiene en la demanda- al tiempo que brindan la posibilidad de recurrir las decisiones o de ser necesario acudir a instancias judiciales para controlar eventuales excesos. 

De otra parte, el Tribunal determinó que si bien es cierto que la norma cuestionada no especifica qué posición o porcentaje de participación de una empresa en el mercado autoriza a las Comisiones de Regulación para imponer un trato diferencial, esto no implica desconocer la cláusula de reserva de ley, en tanto permite que sea un órgano especializado quien, de acuerdo con las condiciones dinámicas del mercado y las necesidades propias de cada sector, adopte los ajustes a que haya lugar, dentro del marco de competencias definido por la ley y teniendo en cuenta los hechos previamente comprobados. Para la Corte, pretender que el legislador individualice cada una de las circunstancias de tiempo, modo y lugar bajo las cuales se podría requerir un tratamiento diferencial, implicaría exigir de él complejos conocimientos técnicos, especializados y una extrema capacidad predictiva, que en últimas podría afectar el cumplimiento de uno de los fines sociales del Estado. 

En ese orden, la Corporación concluyó que la competencia otorgada a las Comisiones de regulación para adoptar reglas de comportamiento diferencial, según la posición de las empresas en el mercado, no desconoce la reserva de ley para regular la intervención del Estado en la economía, específicamente, en la prestación de los servicios públicos, de acuerdo con lo previsto en los artículos 150.21, 150.23, 33, 334, 365, 367 y 370 de la Constitución. 

Desvirtuada la premisa principal en la que se funda la demanda –violación del principio de reserva de ley- las demás acusaciones pierden sustento de manera consecuencial. A juicio de la Corte, el cargo por violación de los principios democrático y participativo no estaba llamado a prosperar, puesto que con la expedición de la Ley 142 de 1994 el Congreso de la República señaló directamente los fines, medidas, condiciones y límites que tienen las Comisiones de Regulación para adoptar reglas de comportamiento diferencial. Tampoco se desconoce el artículo 30 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, en concordancia con los artículos 4º y 93 de la Carta Política, precepto que dispone la aplicación de limitaciones a derechos y libertades solo  de conformidad con la ley, que es justamente lo que ocurre con las reglas de comportamiento diferencial, cuya adopción está sujeta a los objetivos y parámetros fijados por el Congreso en la Ley 142 de 1994 para el caso de las Comisiones de Regulación de Energía y Gas Combustible y de Agua Potable y Saneamiento Básico. Por la misma razón, el cargo por violación del principio de igualdad pierde sustento, como quiera que se funda en la inexistencia de fines de esa atribución, los cuales están previstos tanto en el artículo 74 de la Ley 142 de 1994, como en otras normas del mismo estatuto, todos ellos compatibles como los objetivos trazados por la Constitución en materia de servicios públicos. 

De igual modo, no encontró afectación del debido proceso, de un lado, porque la adopción de este tipo de medidas no corresponde a una facultad abierta e indeterminada de las Comisiones de Regulación, sino que su ejercicio debe ajustarse a los criterios trazados por el legislador; de otro lado, porque las autoridades tienen el deber de exponer los motivos y acreditar los supuestos fácticos que dan lugar a un tratamiento diferencial, lo cual supone que en las diligencias administrativas previas las empresas de servicios públicos pueden intervenir para exponer y sustentar sus posiciones. Adicionalmente, las reglas que no cumplan estas exigencias pueden ser demandadas total o parcialmente y, según el caso, pueden dar lugar al restablecimiento de derechos, reparación de los perjuicios causados y el pago de las indemnizaciones correspondientes.

